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Pronto a finalizar el curso judicial, en ese momento anterior al cuasi- 
inhábil mes de agosto, el decano Ricardo Alonso me propuso impartir la 
conferencia de apertura del curso académico 2019-2020 en la Facultad de 
Derecho de la Universidad Complutense. Debía seleccionar un tema que 
no fuera excesivamente técnico ni especializado, aun cuando mi interven-
ción se dirigiría a un auditorio compuesto por juristas de la mayor excelen-
cia. Una paradoja. Un reto con pocas probabilidades de superación.

Decantarme por lo sencillo, por la reflexión sobre lo cercano, desde 
luego satisfacía la primera de aquellas condiciones. No aspirando a gran-
des disquisiciones quizá podía captar la atención de la academia presente en 
torno a preocupaciones pegadas a la realidad que ellos, usándolas benevo-
lentemente, podrían analizar de forma crítica y con metodología científica.

Las reflexiones que comparto en ese marco están relacionadas con una 
inquietud por la situación actual del sistema de resolución de conflictos, que 
se enfrenta al dilema de la eficacia y la eficiencia del sistema de justicia.

Lo primero que cabe preguntarse, pues, es si necesitamos un nuevo sis-
tema. Antes de sacar conclusiones, veamos cuál es nuestra realidad; avan-
zando que, incluso si esta resulta ser halagüeña, nos cabrá seguir a Tho-
mas Edison en su afirmación acerca de que, en todo caso, siempre hay una 
manera mejor de hacer las cosas y habrá que buscarla.

Empecemos por los datos que revelan que un país como el nuestro, 
con 46.658.447 habitantes  1, cuenta con 5.507 jueces. Ello arroja una ratio 
de 11,8 jueces por cada 100.000 habitantes. Si usáramos irónicamente la 

1 España en cifras 2019, Instituto Nacional de Estadística.
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comparación con los médicos de atención primaria de la sanidad públi-
ca, resultaría que a cada juez le corresponde un «cupo» de 8.475 ciuda-
danos, destacando que estamos computando exclusivamente a las perso-
nas físicas.

En cambio, nuestro país registra alrededor de 153.000 abogados 
(328 abogados por cada 100.000 habitantes), alcanzando una proporción 
solo superada, en el seno de la Unión Europea, por Italia, Luxemburgo y 
Grecia. Volviendo a comparaciones esperpénticas, nos encontramos con 
27,8 abogados por cada juez.

Ahora bien, con tales cifras no hemos averiguado todavía nada sobre 
la eficacia del sistema. Si nuestra sociedad presenta una tasa de litigiosidad 
perfectamente compatible con lo dicho, el sistema podrá calificarse de sufi-
cientemente equilibrado y su ineficacia, de persistir, habrá de justificarse 
en causas más elaboradas que las meramente numéricas.

Sin embargo, antes de examinar el índice de litigiosidad, no está de más 
poner de relieve cuál es la importancia que, en términos económicos, se 
otorga en nuestro país al sistema de justicia, destinando al mismo el 0,34 
por 100 del PIB. Ello supone unos 84,4 euros por habitante y año, frente a 
los 200 euros hab./año que se destinan en Luxemburgo. Y supone también 
que el 80 por 100 del presupuesto es exactamente el importe de los sala-
rios del personal de justicia, por lo que solo un 20 por 100 de aquel queda 
para los medios materiales.

En ese escenario ingresan en los juzgados y tribunales españoles unos 
seis millones de litigios —resolviéndose casi la misma cifra—, lo que, a su 
vez, implica 126 litigios por cada 1.000 habitantes o 1.130 por cada juez.

Volvamos al dilema inicial. ¿Necesitamos un nuevo sistema de justicia? 
¿o bastaría con más inversión, dotación y, por ende, una carga razonable 
de los jueces para que pudieran dar una respuesta adecuada?

Mi intuición es que el acento debe ponerse en otro punto. Pasa por 
plantearnos si es razonable el índice de litigiosidad en términos absolutos, 
si es razonable la puesta en marcha del aparato estatal del poder judicial 
con la asiduidad e inercia que presenciamos.

Lo será si queda justificada por la satisfacción del derecho de tute-
la de los ciudadanos, porque ese es el obvio y necesario diseño constitu-
cional. Pero lo cierto es que el sistema está basado en un modelo social 
decimonónico que, por más que se haya ido adaptando durante el pasado 
siglo xx, no se ha ido acompasando a los cambios de la sociedad a la que 
sirve. Nuestro modelo de justicia es estrictamente adversarial, confronta-
tivo, netamente procedimental y estructurado en una sola dirección. Es 
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un sistema que no pivota sobre la búsqueda de una solución al conflic-
to desde la óptica de la realidad subyacente al proceso, sino sobre la res-
puesta al proceso mismo.

Y es ahí donde se encienden las alarmas, porque que el deber de otor-
gar tutela judicial efectiva se cumple con una tutela formal al centrarse en 
un modelo de decisión adjudicativa no parece plenamente coherente con el 
derecho de acceso a la justicia, que difícilmente se garantiza a ultranza cuan-
do los jueces y tribunales solo pueden ofrecer el proceso contradictorio más 
clásico, sea cual sea la índole del conflicto. Es un modelo con ganador y ven-
cedor, con realidad formal alejada de la realidad material, con una alteración 
del conflicto mismo que se ha transformado por mor del procedimiento 
mismo. Es simplemente imposible que este mecanismo único sea la respues-
ta a todo tipo de controversia, por poco jurídica que sea la discrepancia 
entre las partes. Pensemos en la multitud de conflictos que surgen en áreas 
como el consumo, la vivienda, la familia, las relaciones comerciales (B2B), 
las laborales, las de los ciudadanos con cualquier administración, etcétera.

En el proceso judicial las partes no se escuchan. Solo escucha el terce-
ro, el ajeno al conflicto. Y, además, en ese esquema de siempre, de siglos 
pasados, quien habla no es la parte, sino su abogado. Los sujetos de la con-
troversia están ajenos a lo que se desarrolla en el juicio; son, como mucho, 
meros espectadores de una obra que quiere ser una «versión jurídica» de 
su conflicto.

Ese modelo no encaja con el ciudadano del siglo xxi, quien posee más 
información y tiene un acceso fácil, aunque sea genérico, a la ley, pudien-
do, pues, ser consciente de que pertenece a una sociedad cuyo catálogo de 
derechos es inmensamente más amplio. Por tanto, ese ciudadano no puede 
quedarse ya fuera de la gestión de su propio conflicto, porque el marco de 
su derecho al acceso a la justicia (arts. 14 CE, 6 CEDH y 47 CDFUE) abar-
ca la intervención en el mismo.

Es más, ese ciudadano no debe quedarse fuera porque, de otro modo, 
se aleja de la asunción de su propia responsabilidad como constructor del 
Estado de Derecho en el que vive. Como escribía Friedman  2, a medida que 
aumenta la separación entre el Derecho y la cultura por la que se rige una 
sociedad, mayor es la ruptura del sistema legal.

Ciertamente, una sociedad compulsivamente litigante distorsiona el Dere-
cho. Es una sociedad formada por ciudadanos que se sitúan como meros 

2 L. FriedmAn, The Legal System: A Social Science Perspective, New York, Russell Sage 
Foundation, 1975.
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usuarios y espectadores de la construcción de su propio ordenamiento jurí-
dico. El Derecho es utilizado solo en la medida que a cada uno le reporta uti-
lidad. Fuera de ese objetivo, el Derecho resulta algo ajeno respecto del que 
nadie se siente responsable. Por ello, el litigio es utilizado como arma, alte-
rando su función, desbordando el equilibrio de un sistema en el que el apa-
rato de justicia se había configurado como la garantía del mismo.

Pues bien, la respuesta al derecho de tutela debe pasar por el avance 
hacia la incorporación de las partes en la asunción de su propia solución.

La configuración de la sociedad y su transformación en un Estado de 
Derecho gira en torno al modo en que se afrontan/aceptan/gestionan/
resuelven los conflictos del grupo y de sus individuos. La evolución de las 
sociedades se caracteriza por la incorporación de fórmulas de resolución de 
disputas. Cuando el grupo adquiere conciencia de que los conflictos de sus 
miembros trascienden a estos y le afectan, surge la necesidad de intervenir 
y de prohibir que esos individuos ejecuten sin límites sus respectivos y con-
trapuestos intereses en una batalla que acabe ganando el más fuerte.

Es esa fórmula común, el sistema de justicia, la que establecerá el cauce 
y los sujetos resolutivos. El progreso hacia el Estado democrático de Dere-
cho irá delimitando el papel y la posición del poder judicial, su apara-
to normativo y las reglas de procedimiento. Así, lo que había comenzado 
como una injerencia del grupo para lograr la paz de la comunidad se torna 
una garantía de los propios individuos y, en definitiva, un derecho exigible 
frente al Estado de acceso a ese sistema de salvaguarda.

Y a todo ello se llega, en esencia, a través del pacto, del diálogo. En su 
obra La República, Platón se hace eco de las palabras de Glaucón recor-
dando que, para este, la justicia es «un pacto entre egoístas racionales». 
Algo similar pensaba Epicuro al decir que la justicia surge cuando se pacta 
no hacerse daño mutuo y se evita así sufrirlo.

Estamos ante el núcleo del llamado contrato social no solo de Rous-
seau, sino, un siglo antes (siglo xvii), de Hobbes en Leviatán, cuando seña-
la que la renuncia a la libertad absoluta o individual lleva a la búsqueda 
de la paz.

En suma, la historia demuestra que solo la cultura del diálogo edifi-
ca un sólido sistema de justicia. Somos hijos de esa experiencia. El pacto 
social se construye sobre el consenso, como ha demostrado nuestro inme-
diato pasado. La Constitución de 1978 fue el fruto del pacto y no de la 
fuerza de una mayoría. Salió adelante entre enormes tensiones, pero es el 
fruto de un proceso de transición marcado por la generosidad de todos y 
por la reconciliación.
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¿Necesitamos repensar el sistema? Sí. La solución a los conflictos debe 
estar imbuida de la efectividad de la satisfacción de los intereses de las par-
tes. Para ello se han de incorporar mecanismos que conjuguen la capaci-
dad y la responsabilidad de los litigantes para gestionar sus propias discre-
pancias bajo la garantía judicial.

Llegar a acuerdos no es nada sencillo, puede ser incluso doloroso. Pero 
ganar un pleito no significa sentir satisfacción tampoco.

Acabo con unas palabras del escrito israelí Amos Oz, Premio Príncipe 
de Asturias, extraídas de una obra que debería ser lectura obligada en todo 
centro educativo (Curar a un fanático/Contra el fanatismo):

«Necesitamos del sentido de la justicia, pero también del sentido 
común, de la imaginación, de la capacidad de imaginar al otro y, si hace 
falta, de colocarnos en la piel del otro.

Necesitamos poseer la capacidad de comprender y, si hace falta, de 
hacer sacrificios y concesiones».
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